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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifican los artículos 216, 218 y 237 y se adiciona el artículo 216 bis del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone endurecer la pena del delito de desacato.

Planteada por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 15 de Marzo de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 26 de Octubre de 2017.
Decreto No. 990

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 086 / 27 de Octubre de 2017.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 216, 218 y 237 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 216 BIS DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL, EL 28 DE MAYO DE 1999, QUE PRESENTAN LAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN VOZ DEL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
P r e s e n t e.- 
El que suscribe Diputado Shamir Fernández Hernández, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo,  
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 216, 218 y 237 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 216 BIS DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL, EL 28 DE MAYO DE 1999, DE ACUERDO CON LA SIGUIENTE:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El delito de Desacato tradicionalmente constituye una ofensa a la Autoridad dado que pone en riesgo el bien jurídico tutelado que es la Administración de Justicia, no obstante, también trasciende a otros bienes objeto no solo de tutela penal, sino también, civil, familiar, administrativa.
La figura del Desacato es una ofensa, un ultraje al mandamiento de la Autoridad, y más grave aún la conducta poco ética de las partes que se configura dentro de un proceso jurisdiccional ya que no solo burlan la administración de justicia, también, a quienes intervienen en el juicio y al juzgador que conoce del litigio con tretas dilatorias, argucias, artimañas que dañan objetivamente uno de los anhelos más importantes del gobernado: La Justicia. La realización de estas conductas, evita se dé seguimiento adecuado al juicio, generando impunidad lo que no debe de acontecer en un Estado Democrático de Derecho Penal.
Por otra parte, encontramos los procedimientos seguidos ante Autoridades formalmente administrativas,  que realizan actos materialmente jurisdiccionales, la situación no es muy distinta: Si pensamos en asuntos de la competencia de las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje, cuya función constitucional es velar por que se cumplan los objetivos de justicia y seguridad social de los trabajadores, donde el retardo en el trámite del juicio laboral, es el suplicio diario, más aun cuando  la parte demandada incumple con las determinaciones de dicha autoridad, haciendo caso omiso a las prevenciones o apremios.
La praxis judicial revela que los litigios  del orden familiar, donde el Estado Mexicano debe contribuir al respeto del interés superior del niño, en juicios de guarda y custodia, régimen de vivistas y convivencias de menores es cotidiano el incumplimiento de las partes a las determinaciones judiciales, teniendo el juzgador que imponer una o más medidas de apremio contenidas en la legislación procesal en los casos de no dar fiel cumplimiento a sus determinaciones, quedando como única medida viable la declaratoria judicial de desacato; es precisamente en dichos asuntos del orden familiar en donde la conducta contumaz de las partes trae consigo diversas consecuencias de carácter negativo de deben ser analizadas, modificadas y gravemente sancionadas; como ya se dijo con anterioridad, el incumplimiento constituye un ultraje a la investidura del juzgador y a la administración de justicia, pero además esa desobediencia de carácter procesal interfiere en dilatar en forma dolosa el procedimiento e implica tardanza al impartir justicia para dictar la sentencia o en su caso dar cumplimiento a la misma, sino que además, se violentan en forma grave y sistemática los derechos de los menores cuando se trata de juicios relativos a los asuntos citados, al impedir que se cumplan los mandatos judiciales de convivencia de los menores ya sea en forma provisional con uno de sus padres, o en forma definitiva por medio de una ejecutoria. 
Estamos convencidos que la familia es el grupo fundamental de la sociedad en la cual se deben desarrollar principalmente los menores, es por ello que la necesidad de proporcionar al niño una protección especial ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los organismos especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño; La Convención sobre los derechos del niño, Tratado Internacional ratificado por nuestro país, en al artículo noveno a la letra dispone: 
Artículo 9 

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño.
2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus opiniones. 
3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño.
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en la fracción novena de del artículo cuarto, textualmente establece “En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos”.
En cuanto a nuestra legislación, la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza; el artículo cuarto en su fracción sexta reconoce el derecho de los menores de formar parte y convivir con su familia. 

Artículo 4.- Niños, niñas y adolescentes son sujetos titulares de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y la Ley General, entre los que se encuentran, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes:  

VI. A formar parte, convivir, ser criados y desarrollarse preferentemente por su familia de origen, extensa o adoptiva y, excepcionalmente, por una familia de acogimiento pre-adoptiva o de acogida, o en instituciones asistenciales conforme a las disposiciones de la legislación civil aplicable, así como los artículos 55 y 59 de la presente Ley;  

De igual manera, es importante destacar los criterios adoptados por el Poder Judicial de la Federación al reconocer que la visita de los menores con sus progenitores es un derecho fundamental, de orden público e interés social, así lo establece la siguiente Tesis Jurisprudencial:
Época: Décima Época 

Registro: 2008896 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 17, Abril de 2015, Tomo II 

Materia(s): Constitucional 

Tesis: VI.2o.C. J/16 (10a.) 

Página: 1651 

VISITA Y CONVIVENCIA DE LOS MENORES CON SUS PROGENITORES. ES UN DERECHO FUNDAMENTAL QUE TIENDE A PROTEGER EL INTERÉS SUPERIOR DE AQUÉLLOS SIENDO, POR TANTO, DE ORDEN PÚBLICO E INTERÉS SOCIAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).
Conforme a los artículos 635 y 636 del Código Civil para el Estado de Puebla, la convivencia de los menores con sus padres y con la familia de ambos, permite el sano desarrollo de aquéllos, pues conlleva al conocimiento y trato directo que tienen los infantes con sus ascendientes y demás parientes a fin de lograr su cabal integración al núcleo familiar y obtener identidad plena al grupo social al que pertenecen. En tal virtud, el desarrollo normal de un menor se produce en el entorno de éste y su armonía con la familia y grupo social al que pertenece, que le permite y otorga la posibilidad en atención a sus capacidades físicas y mentales, para su preparación a una vida independiente en sociedad, con la percepción de respeto en razón a los derechos que les asisten a los demás; lo cual se logra alcanzar cuando se garantizan sus derechos a la vida, integridad física y mental, salud, identidad, familia y fundamentalmente la convivencia con los padres, en tanto que ello no le resulte más perjudicial que benéfico. En esos términos, el artículo 637 de la aludida codificación categóricamente establece: "No podrán impedirse, sin justa causa, las relaciones personales ni la convivencia entre el menor y sus parientes, ni siquiera cuando la patria potestad o la guarda corresponda a uno de ellos, por lo que en caso de oposición a la solicitud de cualquiera de ellos o incumplimiento del convenio en que las partes hubieren fijado el tiempo, modo y lugar para que los ascendientes que no tengan la guarda del menor lo visiten y convivan con él, el Juez de lo familiar resolverá lo conducente, en atención al interés superior del menor. ...". Por ello el tribunal contará con los medios eficaces que considere necesarios para decretar la convivencia en el modo y forma que beneficie a los menores y en caso de incumplimiento parcial o total podrá decretar las medidas de apremio que concede la ley o dar vista al Ministerio Público si del comportamiento de quien deba permitir la convivencia se desprende algún delito; y que sólo por mandato judicial expreso y fundado en causa justa podrá impedirse, suspenderse o perderse el derecho de convivencia a que se refiere dicho dispositivo legal. Atento a lo cual, el derecho de visita y convivencia con sus progenitores, debe catalogarse como un derecho fundamental del menor porque es tendente a proteger su interés superior, siendo éste por tanto de orden público y de interés social, y sólo se impedirá esa convivencia con alguno de sus padres cuando se estime razonadamente que resultaría más perjudicial que benéfico al menor. Por lo que, ante tal situación, en aras de ese supremo derecho que tienen los niños a ser amados y respetados, sin condición alguna, por regla general sus progenitores deben ejercer tanto la guarda y custodia, como el derecho de visita y convivencia, en un ambiente de comprensión y respeto para con sus hijos, procurando en todo momento su pleno desarrollo físico y mental. Y, concatenadamente, la autoridad judicial se encuentra obligada a que los menores puedan gozar de ese máximo principio de convivir con ambos padres y las familias de éstos, para lo cual debe tomar las medidas necesarias a fin de proteger ese interés superior.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.
Amparo en revisión 303/2012. 24 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.
Amparo en revisión 463/2013. 13 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.
Amparo directo 497/2013. 13 de marzo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretario: Nelson Loranca Ventura.
Amparo directo 526/2013. 13 de marzo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.
Amparo en revisión 6/2015. 19 de febrero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretario: Nelson Loranca Ventura.
Nota: En relación con el alcance de la presente tesis destacan las diversas aisladas 1a. CCCVI/2013 (10a.) y 1a. CCCVIII/2013 (10a.), de rubros: "GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD Y RÉGIMEN DE CONVIVENCIA. SON INSTITUCIONES PARALELAS Y COMPLEMENTARIAS DIRIGIDAS A SALVAGUARDAR EL DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A LA CONVIVENCIA FAMILIAR EN CONTEXTOS DE CRISIS INTRAFAMILIAR." y "RÉGIMEN DE CONVIVENCIA O DERECHO DE VISITAS. ELEMENTOS A LOS QUE HA DE ATENDER EL JUEZ DE LO FAMILIAR AL MOMENTO DE MOTIVAR SU DECISIÓN.", que aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 2, octubre de 2013, páginas 1051 y 1063, respectivamente. 
La determinación de que en materia penal, el delito de Desacato, previsto y sancionado por el numeral 216 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, sea incrementado en sus límites punibles, obedece a  fomentar el  respeto, la consideración debida al  mandato de autoridad en particular el judicial, y que en caso de incumplimiento existan consecuencias por la restricción de la libertad de quien lo actualice, dejando de ser un mero delito de penalidad alternativa donde las partes no hacen caso al llamamiento del juez, “por no suceder nada” y que sea el mismo factor tiempo que ayude a eludirlo, implica quizá un cambio de cultura jurídica de los operadores pues en derecho comparado se ha demostrado que el desobedecer las órdenes derivadas de un Tribunal, si es motivo de enfrentar el proceso en prisión preventiva.
Dicho de otro modo, la tutela penal  se vuelve efectiva, ya que el punir adecuadamente estas acciones nocivas a la Administración de Justicia, genera un estado de tranquilidad social donde el gobernado tendrá  confianza en  seguir adecuadamente  las controversias planteadas al juez, optimizando su gestión mediante el acceso a  la justicia, derecho fundamental consagrado en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin que en la especie el incremento de la sanción genere impunidad del hecho, sin prejuzgar en la situación particular, aplicando el protocolo para juzgar con perspectiva de género cuando  el delito se actualice por quienes tengan alguna condición especial, sin que por ello recaiga en “categorías sospechosas”  en base a la objetividad y razonabilidad  ponderando así  cuando el hecho si reviste la necesidad de jurisdicción penal, en su caso se privilegie el esclarecimiento del hecho, procurando que el culpable no quede impune, reparando el daño cuando así corresponda.
De igual forma, atendiendo al interés superior de los menores contenido en los ordenamientos legales ya citados y del criterio jurisprudencial mencionado en particular donde establece: “Por ello el tribunal contará con los medios eficaces que considere necesarios para decretar la convivencia en el modo y forma que beneficie a los menores y en caso de incumplimiento parcial o total podrá decretar las medidas de apremio que concede la ley o dar vista al Ministerio Público si del comportamiento de quien deba permitir la convivencia se desprende algún delito” se hace necesario la adición del artículo 216 BIS con la finalidad de establecer sanciones y modalidades graves agravantes del delito de desacato, cuando el mandato incumplido por el contumaz  sea dictado por autoridad judicial en procedimientos del orden familiar relativos a la patria potestad, guarda y custodia, régimen de vivistas y convivencias del niño o niña o, en cumplimiento de sentencia de los mismos y, en mandatos emitidos en procesos penales iniciados con motivo de los delitos de violencia familiar y equiparado. 
Se propone además, que una vez que se haya verificado el incumplimiento del mandato por parte del sujeto obligado, la autoridad realice una certificación y envié comunicación del Ministerio Público para que inicie la investigación correspondiente; de igual forma se considera que la conducta contenida en el inciso 3 del artículo 216 del Código Penal por la naturaleza de la misma, debe en todo caso ser incluida en el Delito de Perjurio o Falsedad en Declaraciones en su fracción II, ya que en esta fracción se hace referencia a la declaración realizada ante autoridad distinta a la judicial, considerando que la negativa de declarar en este caso ante una autoridad jurisdiccional constituye una falta de la misma especie de las descritas en la fracción II del artículo 237 del Código Penal. 
Finalmente, debe decirse que  con la inclusión en el marco legislativo del Estado de la Ley de Procedimientos Familiares, atendiendo a lo establecido por los artículos 7 y 8 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, las Reglas de Beijing, así como de la propia Convención BELEM DO PARA, que  analizan los supuestos particulares de observancia de los derechos humanos de mujeres y menores de edad, siendo que el Estado ejerce un especial interés en la tutela de los mismos, resulta aplicable  agravar la pena en el delito de Desacato, por la trascendencia de los interés que se protegen: Interés superior del niño y del adolescente, derecho de la mujer a una vida libre sin violencia, ejes informadores  en los asuntos en materia familiar, lo anterior porque de no ser así, se crea un clima de intranquilidad, zozobra e incertidumbre que trastoca el Estado de Derecho, vulnerando los derechos humanos, inclusive se tendría que recurrir  a un control convencional ex officio, lo que no debe acontecer ya que es el propio Estado quien nos brinda las herramientas adecuadas teniendo como punto de  origen la Constitución, los Tratados Internacionales en la materia, y por supuesto, las sentencias de la Corte Interamericana de los Derechos  Humanos.
Por añadidura, en materia penal, dada la entrada en vigor del Sistema Acusatorio y Oral, en 18 de Junio de 2008, es plausible que se respeten las determinaciones del Juez de Control en audiencias preliminares, o del Tribunal de Juicio Oral en la fase de juicio, ya que se trata de un sistema de cara a la sociedad donde la función jurisdiccional se base en la justicia hablada, el gobernado puede ver como los tribunales resuelven y ejecutan sus determinaciones. Devolviendo además el respeto e importancia a la investidura del juez, ninguna acción de los particulares está por encima del derecho, por lo que se debe tener conocimiento del alcance y efectos de actualizar una conducta ofensiva para el orden jurídico, así las cosas, se obtiene la finalidad del  derecho penal se aplica una sanción para el  supuesto concreto, atendiendo al principio de culpabilidad  del autor, restaurando no solo el daño ocasionado, sino las acciones que lo propician, fin primordial de  un Estado Democrático de Derecho Penal.           
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO. - Se modifica los artículos 216, 218 y la fracción II de artículo 237, y se adiciona el artículo 216 BIS del Código Penal del  Estado de Coahuila de Zaragoza, publicado en el Periódico Oficial, el 28 de mayo de 1999, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 216. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE DESACATO. Se aplicará prisión de tres a siete años de  y multa: A quien prevenido por autoridad competente; sin causa justificada incurra en cualquiera de las conductas siguientes: 1) No preste un servicio de interés público. 2) No comparezca ante la autoridad. 3) Se niegue a declarar ante la autoridad. 4) Incumpla con un mandato de autoridad competente.

En la prevención que corresponda, la autoridad advertirá al prevenido de la ilicitud penal a que se expone si omite la acción debida.

Los tipos penales anteriores se configurarán con independencia de que se utilice o no la fuerza pública; o se aplique o no se aplique una medida de apremio; o se agoten o no se agoten las medidas de apremio.

ARTÍCULO 216 BIS. SANCIONES Y MODALIDADES AGRAVANTES DE DESACATO. La pena máxima de prisión del artículo anterior se aumentará en dos tercios y multa, cuando el mandato sea dictado por autoridad judicial y concurran cualquiera de las formas siguientes:

I.- PROCEDIMIENTOS FAMILIARES. – El mandato se ordene en procedimientos del orden familiar relativos a la patria potestad, guarda y custodia, régimen de vivistas y convivencias del niño o niña o, en cumplimiento de sentencia de los mismos.
II.- PROCESOS PENALES El mandato sea emitido en proceso penal iniciado por los delitos previstos en los artículos 310 y 311 de este Código. 
ARTÍCULO 218. DISPOSICIONES COMUNES AL DESACATO. Al configurarse un desacato dentro de los supuestos enunciados en el artículo 216 BIS de éste Código, en un proceso penal o procedimiento administrativo, la autoridad que previno, realizara la certificación del incumplimiento de mandato ordenado haciendo constar la fecha del mandato dictado, la notificación realizada, término transcurrido para su cumplimiento  y en un término de cinco días, enviará oficio al Ministerio Público, comunicándole de aquél para que inicie la investigación correspondiente y, en su caso, ejercite la acción penal. Si el desacato se configura dentro de la investigación, el Ministerio Público iniciará desde luego la carpeta de investigación.  

Si el desacato deriva de un procedimiento, proceso o juicio civil, familiar distinto a los señalados en el artículo 216 BIS de este Código, o laboral, sólo se perseguirá por querella de la parte a la que perjudique la desobediencia. Sin que sea necesaria comunicación de la autoridad ante la cual se incurrió en desacato. Pero aquella informará al Ministerio Público al respecto, cuando éste se lo pida y le facilitará copia de las constancias que pida.

ARTÍCULO 237. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE PERJURIO O FALSEDAD EN DECLARACIONES. Se aplicará de seis meses a seis años de prisión y multa:
I. PERJURIO O FALSEDAD ANTE AUTORIDAD DISTINTA A LA JUDICIAL. A quien se conduzca con falsedad cuando declare oralmente o por escrito ante alguna autoridad pública distinta de la judicial, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas; aún sin que se le tome protesta para que se conduzca con verdad o sin que se le advierta que incurriría en delito si se conduce con falsedad.
II. PERJURIO ANTE AUTORIDAD JUDICIAL. A quien, afirmando, negando u ocultando datos en su declaración, no rinda la protesta de ley, se conduzca con falsedad ante la autoridad judicial cuando se le examine como testigo, tenga o no tenga ese carácter; o cuando intervenga como perito, intérprete o traductor y de igual forma se conduzca con falsedad sobre cualquiera circunstancia que sea relevante para establecer el sentido del dictamen, su ampliación o aclaración; o en la interpretación o traducción del documento o declaración. 
La pena de prisión se podrá aumentar hasta quince años, cuando en sentencia del orden penal se le dé fuerza probatoria al testimonio, peritaje, interpretación o traducción falsos; siempre y cuando sea en forma determinante para condenar al inculpado y la pena de prisión que se le imponga sea superior a quince años.
III. PERJURIO CON RELACIÓN A DOCUMENTO. A quien con cualquier carácter se le examine con arreglo a derecho por una autoridad y niegue falsamente que es suya la firma con que suscribió un documento; o respecto de éste afirme un hecho falso; o lo alterne con uno verdadero; o niegue éste o sus circunstancias sustanciales.

Este artículo será inaplicable al inculpado en un procedimiento penal.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día quince de Marzo de  2016.

ATENTAMENTE
Por Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” 
del Partido Revolucionario Institucional

DIP. SHAMIR FERNANDEZ HERNANDEZ

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 216, 218 y 237 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 216 BIS DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL, EL 28 DE MAYO DE 1999.
